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Introducción.
El Derecho administrativo actual ha logrado una fuerte transformación a partir de la gran expansión, caracterizado por la existencia de nuevos escenarios que implican la presencia de un Estado activo.

Se deja de lado la noción del derecho administrativo civilizador o creador de derechos subjetivos, para hablar de un derecho administrativo más ambicioso, disciplinado y eficaz.
Hoy el derecho administrativo se proyecta más allá del Estado, porque precisamente más allá existe una vida más intensa que abre una nueva frontera; no se entiende el mundo contemporáneo sino es con una proyección exterior.

Son muchas las cuestiones que involucran al derecho administrativo actual, como las referidas a las ambientales, comerciales, financieras, educativas, de salud, entre otras, que presentan a su vez deficiencias o ausencia por parte del estado al momento de proteger derechos fundamentales y principios constitucionales. 
Una cuestión que reviste importancia es la protección de derechos fundamentales en la persona humana, en especial aquellas relacionadas respecto de sectores de la población más vulnerables frente a las amenazas a los derechos de niñas, niños y adolescentes. 
La cuestión a dilucidar será cual debe ser el accionar o el conjunto de obligaciones traducidas en conductas positivas de las jurisdicciones administrativas nacionales, provinciales y locales para el tratamiento de grupos excluidos o con riesgo estructural para la consagración o cumplimiento del principio constitucional de “igualdad de trato” y su relación con los derechos económicos, sociales y culturales.
El contexto de estos casos difíciles se presenta con un marcado debilitamiento del Poder Legislativo y de la ley cuando ella no se constituye en el canal para la tutela de la centralidad de la persona humana.

Consecuentemente, se propicia el reconocimiento de la existencia de un Derecho Administrativo Multidimensional, como derecho especial, regulatorio, de actuación conjunta de todas las administraciones públicas involucradas para la tutela efectiva de los derechos de los ciudadanos y el Procedimiento Administrativo Multidimensional, como técnica del primero, de carácter organizativa y de la red interadministrativa de orden nacional, provincial y local, de base democrática, destinada a determinar la dimensión subjetiva de intereses, bienes o valores fundamentales comprometidos en casos multidimensionales.

El Trato Igualitario en nuestro ordenamiento Constitucional. 
El artículo 16 de nuestra Constitución Nacional expresa que “La Nación Argentina no admite prerrogativas de sangre, ni de nacimiento: no hay en ella fueros personales ni títulos de nobleza. Todos sus habitantes son iguales ante la ley, y admisibles en los empleos sin otra condición que la idoneidad. La igualdad es la base del impuesto y de las cargas públicas”.

Asimismo, es el Preámbulo de la Constitución que complementa el artículo referido cuando aseguran los beneficios de la libertad para nosotros, para nuestra posterioridad y par todos los hombres del mundo que quieran habitar el suelo argentino.

La igualdad de trato establecida en la Constitución Nacional no requiere del estado tratar a todas las personas del mismo modo, sino que se trata de “igualdad de trato en igualdad de circunstancias”. 

Por su parte, nuestra Constitución Provincial, consagra el Principio de Igualdad  en su artículo 8, el cual dispone que “Todos los habitantes de la Provincia son iguales ante la ley. Incumbe al Estado remover los obstáculos de orden económico y social que, limitando de hecho la igualdad y la libertad de los individuos, impidan el libre desarrollo de la persona humana y la efectiva participación de todos en la vida política, económica y social de la comunidad.”
Es el Estado Nacional, Provincial y Municipal, quienes deberán llevar a cabo actuaciones conjuntas para la tutela del principio de igualdad para llevar a cabo la plena regulación del ejercicio de los derechos.
En nuestro país, la idea de igualdad debe estar direccionada a revertir prácticas sociales de exclusión y evitar la perpetuidad de situaciones de inferioridad para todos los grupos sociales.

La Promoción y Protección de los Derechos de Niños en Argentina como herramienta para el cumplimiento del principio de igualdad.

A partir de la reforma constitucional de 1.994, la Convención sobre los Derechos del Niño con la entrada en vigencia de la Ley Nacional 26.061 aprobada por la Ley 23.849, ha sido incorporada a la Constitución Nacional con jerarquía superior a las leyes (art. 75 inc, 22 Constitución Nacional).

El objeto de la ley es la protección integral de los derechos de las niñas, niños y adolescentes que se encuentren en todo el territorio de la República Argentina, a fin de garantizar el ejercicio y disfrute pleno, efectivo y permanente de aquellos reconocidos en el ordenamiento jurídico nacional y en los tratados internacionales en los que la Nación sea parte. Los derechos reconocidos están asegurados por su máxima exigibilidad y sustentados en el principio del interés superior del niño. La omisión en la observancia de los deberes que correspondan a los órganos gubernamentales del Estado habilita a todo ciudadano a interponer las acciones administrativas y judiciales a fin de restaurar el ejercicio y goce de tales derechos, a través de medidas expeditas y eficaces. 

Asimismo cobra relevancia a los fines de esta ley la definición del “Interés Superior de la niña, niño y adolescentes”, entendida como la máxima satisfacción, integral y simultanea de los derechos y garantías, y por lo tanto deben respetarse: la condición de sujeto de derecho; el derecho a estos a ser oídos y que su opinión sea tenida en cuenta; el respeto al pleno desarrollo personal de sus derechos en su medio familiar, social y cultural; su edad, grado de madurez, capacidad de discernimiento y demás condiciones personales; el equilibrio entre los derechos y garantías de las niñas, niños y adolescentes y las exigencias del bien común; su centro de vida, entendido como el lugar donde hubiesen transcurrido en condiciones legítimas la mayor parte de su existencia.
Otro aspecto importante es la aplicación obligatoria en todo acto o decisión o medida administrativa, judicial o de cualquier naturaleza que se adopte respecto de las personas hasta los dieciocho años de edad, de la Convención de los Derechos del Niño, siendo los derechos y garantías de los sujetos de esta ley, de orden público, irrenunciables, interdependientes, indivisibles e intransigibles.
En virtud de esta ley las políticas públicas se deben elaborar para lograr el fortalecimiento del rol de la familia, efectivizar una verdadera descentralización de los organismos de aplicación con planes y programas específicos, gestión asociada de los organismos de gobierno en sus distintos niveles en coordinación con la sociedad civil, promoción de redes intersectoriales locales.

Son los Organismos del Estado los que tienen una responsabilidad indelegable de establecer, controlar y garantizar el cumplimiento de las políticas públicas. Deben garantizar con absoluta prioridad el ejercicio de los derechos del niño, por lo que toda acción u omisión que se oponga a los mismos constituirá un acto contrario a los derechos fundamentales de ellos, debiendo tener prioridad en la atención y ejecución de políticas públicas, asignación privilegiada de los recursos públicos, preferencia en la atención de los servicios esenciales. 

También la ley consigna el deber de la comunidad toda, debiendo por razones de solidaridad y en ejercicio de la democracia participativa, el derecho a ser parte activa para el logro de la vigencia plena y efectiva de los derechos y garantías de niñas, niños y adolescentes.
La Comunidad, por motivos de solidaridad y en ejercicio de la democracia participativa, debe y tiene derecho a ser parte activa en el logro de la vigencia plena y efectiva de los derechos y garantías de las niñas, niños y adolescentes.

En consecuencia, con la Ley 26.061 se deslumbraría a nivel nacional, el cumplimiento por parte del estado argentino, de la tutela efectiva de los derechos de los niños y un gran avance tendiente a saldar deudas que el sistema jurídico democrático argentino tenía con este segmento de la sociedad consagrando derechos y garantías de los niños, tendientes a focalizarse en una problemática social por muchos olvidada.

La Promoción y Protección de los Derechos de Niños en la Legislación Provincial.

A nivel provincial en el año 2.009, se sancionó la Ley 16.967 de “Promoción y Protección integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes”, reglamentado por Decreto N° 1609, que es una ley que se enmarca en los lineamientos de la ley nacional 26.061.
De manera meramente enunciativa en sus artículos 7 al 24, la Ley reconoce los siguientes principios, derechos y garantías a las niñas, niños y adolescentes:

A la Vida, implica el disfrute y protección a la vida.

A la Identidad Personal; sea física, psíquica, sexual y moral.

A la Igualdad y No Discriminación; en todas sus facetas.

A la Educación;  al desarrollo de vínculos afectivos familiares y comunitarios.

A la Convivencia Familiar y Comunitaria; a la atención integral de su salud, educación sexual y reproductiva de acuerdo a su desarrollo.
A la Libertad; en sentido amplio, es decir tener sus propias ideas, creencias, culto religioso, expresar su opinión, especialmente en el ámbito familiar, la comunidad y la escuela correlativa con el derecho a ser oído.
Al Descanso; es decir, a la recreación, deporte, a jugar.
A la Propia Imagen; con la prohibición de difundir, exponer o divulgar datos o imágenes que permitan al menor a través de cualquier medio de comunicación, en contra de su voluntad o la de sus padres. Incluso cuando mediare consentimiento de los menores o sus progenitores, no podrán desarrollarse, si afectan el “interés superior del niño”.

A Opinar, ser Oído, a ser Informado; es decir, a participar y expresar libremente su opinión en los asuntos que les conciernan, a recibir información necesaria, a que sus opiniones sean tenidas en cuenta.

A la Seguridad Social; en tal sentido, el Estado Provincial en coordinación con el Estado Nacional debe establecer políticas y programas de inclusión de las niñas, niños y adolescentes.
A la Protección contra la Explotación Económica; se prohíbe el desempeño de niñas, niños y adolescentes en cualquier actividad laboral que pueda ser peligrosa, nociva para su salud o su desarrollo integral.

La ley provincial, consagra un doble sistema de medidas de protección, a saber: las medidas integrales de protección y las medidas excepcionales de protección.
Las primeras son aquellas que deben ser adoptadas y aplicadas por la autoridad administrativa ante la amenaza o violación de los derechos o garantías de uno o varios niñas, niños y adolescentes, para preservar o restituir a los mismos el goce y ejercicio de los derechos vulnerados o la reparación de las consecuencias, interviniendo en esta etapa los equipos locales (Municipales o Comunales).

Tales amenazas pueden provenir del estado, sociedad, particulares, grupo familiar, representantes legales, o incluso de los propios menores.

Estas medidas, a diferencia de las excepcionales, en ningún caso pueden consistir en la separación del niño de su grupo familiar o con quien mantengan lazos afectivos.

Sólo en las medidas excepcionales, el estado separa al menor de su centro de vida de manera temporal, siendo la Subsecretaria de Niñez, Adolescencia y Familia el organismo administrativo encargado de ejecutar tal medida, una vez agotadas todas etapas administrativas previas y con intervención del Poder Judicial quien realiza un examen de admisibilidad y control de legalidad para tal efecto.
La Ley en los Tribunales Santafesinos.

Se puede observar a partir de la sanción de la Ley 26.061 diferentes situaciones en materia de competencia de los Juzgados Provinciales al momento de intervenir ante el pedido de los organismos administrativos.

Dicha situación provoco que algunos Tribunales de Familia y Juzgados de Menores tomaran intervención y se declararan competentes haciéndose cargo de las cuestiones justiciables, y otros declinaran su competencia.
Como se expidieron los magistrados judiciales: a) Intervención judicial con origen en una presentación por parte de la Subsecretaria de Niñez, Adolescencia y Familia de la Provincia, por la que solicitaba la adopción de medidas de protección excepcional, que había sido adoptada provisoriamente en relación a niños, dado el estado de peligro y abandono de los menores en cuestión.

En el caso mencionado, los magistrados se declararon por mayoría incompetentes en razón de la  materia, y se remitieron los autos al Juzgado de Menores el cual se avocó y continúo con el trámite.

b) Pronunciamiento de fecha 30 de abril de 2.007, Juzgado de Menores Nº 2 de Rosario, se expide en favor de lo solicitado por la Subsecretaria de Niñez ante el Tribunal de Familia Nº 3 de Rosario, por la aplicación de medida excepcional
, frente al estado de peligro y abandono de menores, corriéndose traslado al Defensor de Menores. 
c) A nivel Municipal, en la localidad de San Justo (Provincia de Santa Fe), con la suscripción por parte del Municipio de Convenios con la Subsecretaria de Niñez, Adolescencia y Familia, tendientes a la creación del Sistema Local del 1º Nivel de intervención, se llevo a cabo la primera solicitud por parte del equipo local municipal al del 2º Nivel de intervención dependiente de la Subsecretaria. De este modo se dio intervención al Juzgado de Primera Instancia de Distrito en lo Civil, Comercial y Laboral Nº 18.
 
En los autos referidos, V.S. dio curso a la medida de protección excepcional y de esta forma la Subsecretaria pudo separar a un grupo de hermanos de su núcleo familiar afectados en sus derechos, existiendo por parte de sus representantes abandono, malos tratos, violación a su integridad sexual, descuidos en la salud. El resultado fue la institucionalización de los menores en casas de tránsito, no regresando a la fecha con sus familias.

d) También a nivel Municipal en la localidad mencionada, el Servicio Local de 1° Nivel de intervención, actuó frente a una demanda de desalojo interpuesta en el Juzgado de Primera Instancia de Circuito Nº 27. 
 
En este caso, frente a la sentencia de desalojo que debía ejecutarse respecto de una “vivienda” en la que “habitaban” de manera ilegitima un grupo familiar en riesgo social compuesto por cinco familias de tipo monoparental, el servicio interdisciplinario municipal intervino en autos solicitando la prórroga de la ejecución, para la toma de medidas, en este caso de protección integral, tendientes a evitar un desalojo violento y tratar de reestablecer derechos de las familias en riesgo.
En los autos referidos, la magistrada previa vista del Sr. Defensor, concedió lo peticionado por el estado municipal pero lo obligo a arbitrar los medios necesarios para ubicar a estas familias y proceder a la restitución del inmueble al actor, imponiéndole el pago un canon de $700,00 mensuales hasta la efectiva desocupación o sin dicho pago pero garantizando la restitución del inmueble en un plazo de tres días.
Esto le permitió al municipio, reubicar a las familias y llevar a cabo un plan de contingencia tendiente a evitar la vulneración de mayor magnitud en los derechos de los niños que componían dichos grupos familiares. 
Conclusión

La responsabilidad de los estados, implica una obligación de actuar de manera positiva tendiente a garantizar los niveles esenciales de cada uno de los derechos. Así, deberá garantizar el contenido mínimo de los derechos sociales sin oponer excepciones de falta de recursos disponibles para la atención de las demandas, máxime si se encuentran vulnerados los derechos de los niños.

Los diferentes modelos de organización económica adoptados en el país a lo largo de su historia, modelaron las características actuales del territorio nacional, generando una profunda desigualdad en las condiciones de desarrollo y habitabilidad entre las distintas regiones y provincias.
Mientras se configure la privación que detentan sus habitantes de necesidades básicas como la alimentación necesaria, la atención primaria de salud, de vivienda, de educación, violaciones a la integridad físicas de las personas, el estado nacional, provincial, municipal y comunal, no estará cumpliendo con sus obligaciones.
Los estados tienen la responsabilidad indelegable de establecer, controlar y garantizar el cumplimiento de políticas públicas, de cumplir los mandatos contemplados en diversos tratados internacionales como los de Declaración Universal de los Derechos Humanos, Pacto Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales; Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, Convención de los Derechos del Niño, que cabe destacar, tienen rango constitucional que les otorga el artículo 75 inc. 22 de la Constitución Nacional, constituyendo por ende, normas absolutamente operativas.
Si bien se observa un adelante por parte del Estado en cuanto a la creación de normas y su cumplimiento, y el dictado de sentencias por parte de los tribunales judiciales consagrando derechos contenidos en la Carta Magna y de la garantía de los Derechos Humanos establecidos en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y demás Tratados Internacionales, no se logra aún dar efectivo cumplimiento a la efectiva tutela de los derechos fundamentales.

Las leyes no cambian las realidades sociales si existe ausencia de una planificación de políticas públicas serias, con la discusión previa de la ciudadanía que genere un consenso y legitimación del accionar de las Administraciones Públicas, como esencia del sistema democrático en la sociedad, involucrando al ciudadano en sus intereses, de modo que el estado pueda cumplir con el mandato de progresividad consistente en la obligación de mejorar la condición de goce y ejercicio de derechos, evitando así prácticas regresivas que constituyan actos ilegales, con clara violación al principio de igualdad y no discriminación.
Asimismo, es dable destacar que para la implementación de dichas políticas, siempre se debe requerir e involucrar la gestión interdisciplinaria y conjunta del Estado Nacional, Provincial, Municipal y Comunal para el cumplimiento de estándares mínimos de protección que implique un trabajo interjurisdiccional.
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